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i. introduCCión

Ahora los pueblos y comunidades afromexicanos están incluidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, CPEUM. Las y 
los abogados no podemos ignorar este acto jurídico. También fue anotado 
que esos pueblos forman parte de la composición pluricultural de la na-
ción, como reconocimiento tardío de un hecho tangible, porque ahora sa-
bemos que 3’478,448 personas habitan en hogares afromexicanos (INEGI, 
2021). Esos pueblos con identidades culturales o étnico-raciales diferentes 
a las reconocidas a las personas indígenas no cuentan con programas o 
espacios en las instancias gubernamentales que garanticen la atención de 
sus necesidades, en parte por la manera en que fueron contemplados en la 
CPEUM, sin derechos expresos, circunstancia que los coloca en desventa-
ja para su acceso a servicios y oportunidades.

La adición constitucional que nos ocupa complementa la declaración de 
la pluriculturalidad de la nación mexicana, que solamente reconoció a los 
pueblos indígenas en 1992, sin modificar la estructura formal del sistema 
jurídico organizado en la CPEUM; ese sistema instaurado en 1917 incluyó 
el principio de igualdad formal, con la pretensión de unificar a una socie-
dad ampliamente diversa. El Estado mexicano implementó la política del 
mestizaje como el mejor camino para forjar una nación mestiza1 resulta-
do de la unión entre colonizadores y colonizados indígenas; en esa época 
se omitió la existencia de las personas afrodescendientes en el territorio 
mexicano.

1 A partir de la inversión y reordenamiento de las teorías basadas en las jerarquías 
evolucionistas coloniales, se colocó al mestizo en el escalón más alto de la jerarquía 
social, como el ideal humano, social y étnico de fusión, como síntesis acabada de la he-
rencia hispanista e indigenista, como factor de unificación social y como eje identitario 
de la nación (Gleizer, 2011, p. 52).
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Después de la aprobación del Convenio 169 de la Organización Inter-
nacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Inde-
pendientes, el gobierno mexicano reformó la Constitución federal para 
reconocer la pluriculturalidad de la nación sustentada en los pueblos 
indígenas;2 más tarde, en el artículo 2o. constitucional se amplió el conteni-
do de esa declaración con derechos específicos para los pueblos indígenas. 
En 2019, en ese artículo 2o. fueron incluidos los pueblos afromexicanos 
como parte de la diversidad cultural. Esto muestra que las instituciones del 
Estado ignoraron la presencia de una parte de la población mexicana que 
asume su identidad afrodescendiente, omisión que permeó otros ámbitos, 
entre ellos el educativo.3 Desde las instituciones del Estado se mantienen 
los postulados de la política del mestizaje que acompañó la conformación 
del Estado-nación. La discriminación institucional de ese entonces se ha 
matizado en el trato, pero no en las consecuencias.

Como la pretensión de uniformidad poblacional no tuvo el éxito de-
seado, nos queda la creencia de que la mayoría de la población mexicana 
somos personas mestizas; sobre este mito se edificaron las bases del Esta-
do monocultural, que solamente de manera enunciativa se reconoce pluri-
cultural, pero en realidad mantiene la organización de tres poderes y tres 
niveles de gobierno en los ámbitos federal, estatal y municipal, sin incluir 
a las autoridades o instituciones de los pueblos indígenas o afromexicanos 
como sujetos colectivos de derecho público; les reconoce el derecho a la 
autonomía y a la libre determinación sin determinar los mecanismos de 
coordinación de competencias entre sus sistemas normativos internos, 
sus formas de organización y las instancias del Estado. El reconocimiento 
de la pluriculturalidad de la nación sólo anota las bases para la conviven-
cia de culturas diversas.

En el transcurso de la conformación del Estado mexicano, los pueblos que 
la Constitución nombra indígenas o afromexicanos han mantenido sus insti-
tuciones tradicionales, adaptaron sus costumbres sin demeritar su identidad, 
se aferraron a sus conocimientos, y han logrado mantener sus tradiciones y 
prácticas culturales como una forma de resistencia.

2 En el artículo 4o. constitucional, actualmente derogado, Diario Oficial de la Fede-
ración, 28 de enero de 1992.

3 La mayor parte de las referencias a los afrodescendientes en los libros de texto 
eran como personas esclavizadas, sin anotar sus aportaciones para el desarrollo nacional 
(Mansferrer, 2019).
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Cada uno de los pueblos indígenas posee características propias que los iden-
tifican entre sí al tiempo que los distinguen de los demás. Sus diferencias se 
expresan en elementos subjetivos —como mitos de origen, visión del mundo, 
sentido del orden y de justicia—, así como elementos objetivos —como formas 
propias de gobierno, estructuradas a partir de sus sistemas de normas— y en 
formas de organización para la producción (López, 2017, p. 55).

Los derechos de los pueblos indígenas comenzaron a tener vigencia con 
la transformación constitucional de 2011 sobre derechos humanos, que 
privilegia el principio propersona para garantizar la más amplia protección 
de derechos; equipara a los tratados internacionales al nivel constitucional; 
utiliza el interés legítimo;4 proporciona herramientas de interpretación a 
los órganos jurisdiccionales para su aplicación y obliga a todas las autori-
dades a promoverlos, respetarlos, protegerlos y garantizarlos. En este con-
texto, se incluyó a los pueblos y comunidades afromexicanas en el artículo 
2o. de la norma fundamental.

Vamos a presentar una reflexión sobre la repercusión jurídica que tiene 
la forma en que los pueblos negros afromexicanos fueron incluidos en 
el apartado C del artículo 2o., de la CPEUM a partir de la guía de una 
jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), que 
contiene criterios sobre el respeto del principio de igualdad sustantiva en 
el contenido normativo, para cuestionar su eficacia, según Kelsen (1976) 
“para que un orden jurídico sea válido, es necesario que sea eficaz, es de-
cir, que los hechos sean en cierta medida conforme a este orden” (p. 142). 
En ese sentido, por la forma de esa adición, podemos plantear que tiene 
escasas posibilidades de aplicación, porque las y los legisladores incum-
plieron con la obligación de garantizar a todas las personas la igualdad en 
la ley, en virtud de que insertaron distinciones injustificadas en el texto 
constitucional, lo que provoca su discriminación.

4 La figura de interés legítimo contemplada en el artículo 5o. de la Ley de Amparo 
permite la invocación de la pertenencia a un colectivo para accionar la defensa de de-
rechos de grupo. Cualquier persona al momento de invocar su pertenencia cultural o 
identificarse como integrante de una comunidad indígena puede defender los derechos 
de toda la comunidad.
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ii. los PrinCiPios de igualdad Y no disCriminaCión

En la esfera jurídica, la igualdad implica regir de la misma forma a todas 
y a cada una de las personas a partir de la particular circunstancia en que 
se encuentren, para lograr que realmente reciban el mismo trato y gocen 
de los mismos derechos que tienen quienes están en una situación similar; 
esto lo ha determinado la SCJN en diversas jurisprudencias,5 y ha precisa-
do lo siguiente:

La igualdad como principio jurídico permite identificar mecanismos de equi-
dad y limita decisiones basadas en la subjetividad o los prejuicios, por ello 
existen ciertos parámetros legales y de interpretación jurídica que limitan la 
acción de las autoridades para aplicar las leyes a las personas que se encuen-
tren en los mismos supuestos, esto es lo que se conoce como igualdad ante 
la ley; también existe la igualdad en la ley (en relación con su contenido), 
que exige tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales; y además 
abarca la obligación de las autoridades para intervenir activamente cuando 
sea necesario para realizar los equilibrios que garanticen la aplicación de la 
norma a quienes históricamente han sido ubicados en situaciones de mayor 
vulnerabilidad, esto es lo que conocemos como igualdad sustantiva (SCJN, 
Primera Sala, 2014a, p. 647).

El concepto de igualdad sustantiva está dirigido a lograr que las perso-
nas puedan alcanzar una paridad de oportunidades en el goce y ejercicio 
real y efectivo de sus derechos humanos; para ello, la SCJN determinó 
que en algunos casos es necesario remover y/o disminuir los obstáculos 
sociales, políticos, culturales, económicos o de cualquier otra índole que 
impidan a los integrantes de ciertos grupos sociales que han sido vulne-
rabilizados, gozar y ejercer tales derechos (Primera Sala, 2013, p. 42). 
Esa situación se origina por su pertenencia a una de las llamadas “cate-
gorías sospechosas”, tales como el origen étnico o nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, 
la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil, o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular 
o menoscabar los derechos y libertades de las personas (Primera Sala, 

5 SCJN (Primera Sala, 2004, p. 99; 2008, p. 175; 2016a, p. 695; 2016b, p. 357; 2017, 
p. 380; Segunda Sala, 2007, p. 639; 2016, p. 791; Pleno, 2016, p. 112). En todas las tesis 
las cursivas son nuestras.
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2014c, p. 720). Cuando esto ocurre, es obligación de las autoridades rea-
lizar acciones para igualar su situación.

Las categorías sospechosas han sido utilizadas desde la SCJN para lla-
mar la atención de las y los operadores jurídicos en los casos en los que 
se encuentren involucradas personas que han sufrido victimización porque 
históricamente el sistema las ha colocado en una situación de disparidad o 
asimetría frente al poder. A partir de ello, en la administración de justicia 
se debe hacer una distinción en la aplicación de la ley para revertir la po-
sición de desigualdad en que esas personas se encuentran, o para evitar un 
trato discriminatorio (Primera Sala, 2014b, p. 644).

Planteamos que en la inclusión constitucional de los pueblos afromexi-
canos, las y los legisladores incumplieron con su obligación de garanti-
zar a todas las personas la igualdad en la ley, en virtud de que inserta-
ron distinciones injustificadas en el ordenamiento jurídico. Lo anterior 
se desprende de lo estipulado en la jurisprudencia del rubro: igualdad. 
Criterios Para determinar si el legislador resPeta ese PrinCiPio 
ConstituCional:

La igualdad en nuestro texto constitucional constituye un principio com-
plejo que no sólo otorga a las personas la garantía de que serán iguales 
ante la ley en su condición de destinatarios de las normas y de usuarios del 
sistema de administración de justicia, sino también en la ley (en relación 
con su contenido). En ese tenor, cuando la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación conoce de un caso en el cual la ley distingue entre dos o varios 
hechos, sucesos, personas o colectivos, debe analizar si dicha distinción 
descansa en una base objetiva y razonable o si, por el contrario, constituye 
una discriminación constitucionalmente vedada… la persecución de un 
objetivo constitucional no puede hacerse a costa de una afectación innece-
saria o desmedida de otros bienes y derechos constitucionalmente protegi-
dos. [Para ello se requiere]:

1. Analizar si la distinción legislativa obedece a una finalidad objetiva 
y constitucionalmente válida, pues el legislador no puede introducir tratos 
desiguales de manera arbitraria, sino que debe hacerlo con el fin de avan-
zar para conseguir objetivos admisibles dentro de los límites marcados por 
las previsiones constitucionales, o expresamente incluidos en ellas.

2. Examinar la racionalidad o adecuación de la distinción hecha por el 
legislador: es necesario que la introducción de una distinción constituya 
un medio apto para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere al-
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canzar, es decir, que exista una relación de instrumentalidad entre la medi-
da clasificatoria y el fin pretendido.

3. Cumplir con el requisito de la proporcionalidad: el legislador no pue-
de tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo 
abiertamente desproporcional (Primera Sala, 2006, p. 75).6

Es decir, las y los legisladores deben justificar que la distinción que 
se realiza en una norma es objetiva, razonable y proporcional para evitar 
una discriminación.

El principio de no discriminación radica en que ninguna persona podrá 
ser excluida del goce de un derecho humano ni deberá de ser tratada de 
manera distinta a otra que presente similares características o condiciones 
jurídicamente relevantes, especialmente cuando tal diferenciación tenga 
como motivo su pertenencia a alguna categoría sospechosa, o “cualquier 
otra [diferenciación] que atente contra la dignidad humana y que tenga 
por objeto menoscabar los derechos y libertades de las personas” (SCJN, 
Primera Sala, 2013, p. 26).

A partir de esos parámetros, ubicamos una omisión legislativa de la 
obligación que tienen las y los legisladores de eliminar las desigualda-
des que enfrentan las personas, comunidades y pueblos afromexicanos; en 
virtud de que en el artículo 2o. constitucional, anotaron distinciones que 
los colocan de manera general en desventaja legal, y de manera particu-
lar, reciben un trato diferenciado en relación con los pueblos indígenas, 
que se encuentran en una situación similar como parte de la diversidad 
cultural, sin una justificación objetiva, razonable y proporcional, lo que 
constituye una discriminación.

Es importante aclarar que no se trata de incentivar encono o predilec-
ción respecto de pueblos afromexicanos o indígenas, en virtud de que cada 
uno tiene particularidades y características específicas, como sus formas 
de organización, los mecanismos de cohesión social, o la forma diferente de 
cómo enfrentaron la colonización: los indígenas en su territorio resistien-
do en colectivo, mientras que quienes fueron arrancados de África para 
ser esclavizados implementaron estrategias de sobrevivencia distintas por-
que fueron obligados a borrar su memoria de pertenencia. Por ello, cada 

6 Se deriva del Amparo Directo en Revisión 988/2004, de la Primera Sala de la SCJN, 
(29 de septiembre de 2004); la argumentación se amplía en el artículo: Cossío (2006, pp. 
319-330). Cursivas nuestras.
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identidad requiere de un tratamiento acorde con su situación, para garanti-
zar su igualdad sustantiva, con respeto a sus diferencias.

iii. la adiCión ConstituCional

En las múltiples reformas que ha tenido la CPEUM, desde su promulga-
ción en 1917, nunca habían incluido a los pueblos afromexicanos;7 en sus 
modificaciones de 1992 y 2001 para reconocer la diversidad cultural de 
la nación, solamente consideró a los pueblos indígenas. Cinco entidades 
federativas incluyen a pueblos, comunidades o personas afromexicanas 
o afrodescendientes en sus ordenamientos internos: Oaxaca, Guerrero, 
Coahuila, Ciudad de México y Veracruz, en parte esos avances se deben a 
la presión de diversas organizaciones sociales que han exigido desde 2007 
su reconocimiento constitucional,8 principalmente desde la costa chica de 
Guerrero y Oaxaca (Acevedo, 2018, p. 30).

El 9 de agosto de 2019 se adicionó al artículo 2o. constitucional un 
apartado C, sobre los pueblos y comunidades afromexicanas:9

Artículo 2o...:
C. Esta Constitución reconoce a los pueblos y comunidades afromexi-

canas, cualquiera que sea su autodenominación, como parte de la compo-
sición pluricultural de la Nación. Tendrán en lo conducente los derechos 
señalados en los apartados anteriores del presente artículo en los térmi-

7 Se presentaron ocho iniciativas en las legislaturas anteriores, que no fueron aproba-
das (Acevedo, 2018, pp. 171-174).

8 En muchas de esas organizaciones participan activamente las mujeres negras 
afromexicanas, quienes inicialmente realizaban tareas de apoyo en las reuniones, 
y paulatinamente han alcanzado mayor visibilidad en las labores de liderazgo de sus 
organizaciones, ahora son las que toman decisiones y defienden sus propuestas.

9 En los antecedentes del proceso legislativo encontramos: en octubre de 2018, la 
senadora Susana Harp Iturribarría y el senador Martí Batres Guadarrama presentaron 
una iniciativa; el senador Omar Obed Maceda Luna propuso otra el 12 de febrero de 
2019; ambas fueron integradas en el dictamen aprobado en el Senado el 30 de abril 
de 2019; posteriormente, en la Cámara de Diputados, ese dictamen fue sometido a 
discusión y votado a favor el 27 de junio del mismo año y enviado a los Congresos 
locales para su discusión; el 31 de julio siguiente, diecisiete Congresos locales de 32 
habían avalado la reforma, por lo que fue enviada al presidente de la República para su 
promulgación y publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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nos que establezcan las leyes, a fin de garantizar su libre determinación, 
autonomía, desarrollo e inclusión social.

En este párrafo se incluyen distinciones sin justificación que afectan 
a los pueblos afromexicanos; las abordamos a través de las interrogantes 
siguientes.

iv. ¿Por qué en un aPartado C?

La decisión de colocar a los pueblos afromexicanos en la adición del apar-
tado C al artículo 2o. constitucional puede ser considerada como un asunto 
de técnica legislativa10 o de organización del articulado.

Por lo general, en la exposición de motivos de una iniciativa se ma-
nifiesta la relevancia de las modificaciones legales, se anotan los funda-
mentos jurídicos y las razones para realizar la adición (Minor y Roldán, 
2006, p. 18), y se aportan argumentos para generar que las y los demás 
legisladores voten a favor de la propuesta. En el dictamen de la iniciativa 
(Senado de la República, 2019) no hay ninguna referencia a las razones o 
a la técnica legislativa utilizada para incluir en el apartado C a los pueblos 
y comunidades afromexicanos; no se explican los motivos para ubicarlos 
al final del artículo cuando el contenido de la parte medular de ese artículo 
2o. se repite11 en el texto del apartado C.

Este acto puede parecer una decisión sin importancia, pero toma el ca-
riz de discriminación dolosa12 hacia un grupo de personas históricamente 
excluidas que son revictimizadas al mantenerlas en una posición de infe-
rioridad.

10 Conjunto de recursos y procedimientos para elaborar un proyecto de norma 
jurídica, que inicia con la justificación o exposición de motivos de la norma y concluye 
con la redacción del contenido material de manera clara, breve, sencilla y accesible a los 
sujetos a los que está destinada (Minor y Roldán, 2006, p. 7).

11 No debe crearse un sistema repetitivo, en virtud de que el exceso de normas hace 
difícil su manejo (Minor y Roldán, 2006, p. 76).

12 Cuando una medida aparentemente inocua afecta o impacta la dignidad de las 
personas que han sido históricamente vulnerabilizadas o excluidas, según lo señala 
Sophía Moreau (2020).
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v. ¿Cuáles son los sujetos de dereCHo de la adiCión?

El texto principal del artículo 2o. constitucional reitera la unidad nacional, 
reconoce la pluriculturalidad de la nación sustentada originalmente en los 
pueblos y comunidades indígenas, los nombra y los define.13

El apartado C de ese mismo artículo sólo nombra a los pueblos y comu-
nidades afromexicanos, sin anotar conceptos; para su identificación se re-
quiere hacer un ejercicio de interpretación con base en las nociones que 
definen a los pueblos y comunidades indígenas.

La palabra “pueblo” tiene varias acepciones. La definición sociológica 
se refiere a la relación de pertenencia a un determinado colectivo; en el 
ámbito jurídico se equipara al concepto de nación14 o es considerado si-
nónimo de población como uno de los elementos del Estado. Esa palabra 
ha sido usada por los movimientos indígenas desde una posición política 
para exigir espacios de participación en la toma de decisiones; pero no 
existen mecanismos para identificarlos como sujetos jurídicos.15

En la costa chica de Guerrero y Oaxaca existen 55 municipios cuya 
población se identifica principalmente como afrodescendiente (Acevedo, 
2018, pp. 45-49), pero no hay una determinación oficial o reconocimiento 
para señalar que son comunidades afromexicanas,16 porque también hay 
población indígena o mestiza que habita en esa zona.

13 Pueblos indígenas, son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban 
en el territorio actual del país al iniciarse la colonización, y que conservan sus propias 
instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. Las comunidades 
integrantes de un pueblo indígena son aquellas que forman una unidad social, económica 
y cultural, asentadas en un territorio, y que reconocen autoridades propias de acuerdo con 
sus usos y costumbres.

14 Nación: el grupo de hombres, generalmente grande, unido por sentimientos de 
solidaridad y de fidelidad, que ayudan a crear una historia común y por datos como la 
raza, la lengua y el territorio, y que tiene el propósito de vivir y de continuar viviendo 
juntos en el futuro (Carpizo, 1995, p. 2171).

15 Hay referencias en la legislación a los indígenas como grupos o poblaciones; por 
ejemplo, en la Ley Agraria; sin embargo, esos términos no se equiparan a figuras jurídicas 
como pueblos o comunidades que pueden ser reconocidas como entes colectivos o sujetos 
de derecho.

16 La identidad individual de la población no implica que las comunidades sean 
consideradas afromexicanas, porque también viven ahí personas que se asumen indígenas, 
al respecto Jesús M. Serna Moreno utiliza el término afroindígena, coordina el Seminario 
Permanente Afroindoamérica, Red Global Antirracista y el Coloquio Internacional 
Afroamérica. CIALC, UNAM.
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Hasta el momento, los pueblos indígenas y los pueblos afromexicanos, 
forman parte de la composición pluricultural de la nación, integran la di-
versidad cultural, pero no han sido reconocidos como sujetos de derecho, 
ni forman parte de la estructura del Estado.

Las personas afromexicanas no fueron nombradas en la adición cons-
titucional federal, a diferencia de la Constitución Política de la Ciudad de 
México17 que se refiere a los derechos de las personas afrodescendientes, 
en ese caso son las personas quienes se pueden identificar como titulares 
de los derechos; pero en esa disposición no se reconocen entes colectivos.

El apartado C del artículo 2o. nombra a los sujetos colectivos (pue-
blos y comunidades), pero no están identificados como tales y todavía no 
existen mecanismos legales para su descripción.18 Por lo anterior, las y 
los afromexicanos se encuentran en una posición de desventaja normativa 
para ejercer derechos.

vi. ¿Cómo se identifiCan los sujetos de dereCHo?

El artículo 2o. constitucional señala que la conciencia de identidad indígena 
es el criterio fundamental para determinar a quiénes se aplican los derechos 
indígenas; esa es la forma para identificar a los sujetos titulares de esos de-
rechos; cuando las personas o colectivos reconocen su pertenencia cultural, 
su lengua, sus costumbres o tradiciones, asumen su identidad indígena.

La forma para identificar a las personas afromexicanas es más compleja.19 
El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD, 1990) 
determina que “la manera en que se define la condición de miembro de 
un determinado grupo o grupos raciales o étnicos, si nada justifica lo contrario, 

17 Artículo 11, apartado N, Constitución Política de la Ciudad de México.
18 Una propuesta sería: son afromexicanos(as): los pueblos, las comunidades y 

las personas que descienden de quienes fueron traídas de África de manera forzada al 
territorio que ahora conforma el Estado mexicano durante la época colonial o por las 
migraciones históricas y actuales de la diáspora, que se encuentran asentadas en sus 
territorios, tienen sus propias formas de organización social, económica, política, jurídica 
y cultural, asumen su identidad, mantienen sus instituciones y/o expresiones culturales 
o parte de ellas, tienen aspiraciones comunes y afirman libremente su existencia como 
entidades jurídicas étnica y culturalmente diferenciadas.

19 La autoidentificación de las personas afromexicanas en el censo las ubica en 
localidades y municipios del país; pero no ha sido utilizada para delimitar a los pueblos y 
comunidades afromexicanos como sujetos colectivos de derecho.
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se basará en la definición hecha por la persona interesada”. Para muchas 
personas afrodescendientes, realizar esa declaración implica la apropiación 
y valoración previa de su identidad; esa no es una manifestación fácil de 
expresar cuando existe un contexto normalizado de discriminación.

Conforme a ese criterio, el Instituto Nacional de Estadística, INEGI 
(2021), por primera ocasión incluyó la pregunta de afrodescendencia en 
la Encuesta Intercensal de 2015, y posteriormente, con algunas modifi-
caciones, en el Censo de Población y Vivienda 2020, con los resultados 
siguientes:

Cuadro 1. PoblaCión afrodesCendiente/afromexiCana 
(inegi, 2015, 2021)

Población afro total % Hombres Mujeres

Encuesta 2015 1’381,853 1.2 676, 924 704,929

Censo 2020 2’576,213 2 1’278,596 1’297,617

Fuente: elaboración propia, 2021. INEGI, 2015, 2020.

Algunas personas no se asumen como afromexicanas, pero se les atri-
buye esa identidad; son racializadas20 a partir de su fenotipo (tono oscuro 
de piel, sus rasgos físicos, etcétera), o son consideradas extranjeras por 
su apariencia. Muchas veces se trata de actos de autoridades guberna-
mentales o de decisiones arbitrarias de personas que se ubican en una 
posición de superioridad; algunos agentes de migración utilizan el per-
filamiento racial.21 Esas formas de identificación suceden con frecuen-

20 “Racialización” se define como la producción social de los grupos humanos en 
términos raciales. Las razas son un constructo social histórico, ontológicamente vacío, 
resultado de procesos complejos de identificación, distinción y diferenciación de los 
seres humanos de acuerdo con criterios fenotípicos, culturales, lingüísticos, regionales, 
ancestrales, etcétera (Campos, 2012, p. 2).

21 Es el trato diferente a una persona o colectivo, basado en aspectos subjetivos 
(prejuicios asociados al color de piel, origen étnico o nacional, religión, etcétera), llevada 
a cabo por agentes encargados de hacer cumplir la ley, para justificar una actuación de 
control, vigilancia, investigación o sanción, y no existe un motivo legítimo basado en un 
comportamiento individualizado (Conapred, 2018, p. 14).
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cia,22 son discriminatorias, violan sus derechos humanos y pueden limi-
tar su acceso a bienes o servicios.

El derecho a la autoadscripción de los pueblos indígenas está expre-
samente anotado en la Constitución federal, y en la jurisprudencia de la 
SCJN se ha interpretado el alcance de ese derecho;23 en cambio, para 
la identidad afromexicana, que es más compleja, se utiliza el criterio de 
pertenencia por equiparación.

vii. ¿somos afromexiCanos?

En la adición constitucional, el término “afromexicano” es la denomina-
ción legal. También se anota “cualquiera que sea su autodenominación”.

Las formas que utilizan las y los integrantes de los pueblos para nom-
brarse24 son: negro/negra, moreno/morena, negros mascogos, afromesti-
zos, cocho, costeño, cegro-indio/indio-negro, boxio, rastafari, afroindíge-
na, jarocho (UNAM, 2017). Las personas migrantes o sujetas de protección 
internacional, generalmente se apegan al término “afrodescendiente”.

La denominación es un tema ampliamente debatido dentro de algu-
nas instituciones, como el INEGI, el INAH y el Conapred (2014); por 
ejemplo, en 2014 se realizaron pruebas para incorporar la pregunta de 
afrodescendencia en la encuesta intercensal del año siguiente;25 algunos 
de los resultados respecto de las palabras que integran la pregunta pro-
puesta fueron:

22 Testimonios de personas de la costa chica de Guerrero y Oaxaca (Acevedo, 2018, 
pp. 149-152).

23 Para mayor profundidad en el concepto, véase El derecho de los pueblos indígenas 
a la autoadscripción en las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN, 2018).

24 También se puede ver la discusión en el libro De afromexicanos a pueblo negro, 
de Israel Reyes Larrea, Francisco Ziga y Nemesio Rodríguez; esta obra se encuentra 
disponible en: https://www.nacionmulticultural.unam.mx/afromexicanos/.

25 La pregunta que usó el INEGI para captar la información sobre afrodescendencia 
en la encuesta intercensal del 2015 fue: “De acuerdo con su cultura, historia y tradiciones, 
¿(Nombre) se considera negra (o), es decir, afromexicana (o) o afrodescendiente?” 
(INEGI, 2015). Esta formulación volvió a realizarse con algunas adecuaciones en el 
Censo Nacional de Población y Vivienda 2020: “¿Por sus antepasados y de acuerdo con 
sus costumbres y tradiciones, ¿(Nombre) se considera afromexicano (a), negro (a) o 
afrodescendiente?” (INEGI, 2020).
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 — El término “afromexicano” no se comprende entre la población. Los in-
formantes se quedan sólo con la palabra “mexicano” y responden afirma-
tivamente repitiendo “sí, soy mexicano”;

 — No se conoce el significado de la palabra África y por lo tanto no se hace 
referencia al continente o personas originarias de él;

 — “Negro”, es el término con el que más se identifican en localidades afro, y
 — El término “afrodescendiente” es más general y evita la confusión con 

mexicano.

Aunque se trata de una discusión inacabada, las y los legisladores opta-
ron por imponer la palabra “afromexicana(o)” para nombrar a los pueblos 
y comunidades.26 A partir de ello se usa como término legal, por ejemplo, 
en la Ley del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas y en otras insti-
tuciones gubernamentales, aunque no existe impedimento para usar cual-
quier otra autodenominación.

La forma de nombrar a las personas, comunidades o pueblos es im-
portante porque refuerza su identidad colectiva; además, serviría para dar 
visibilidad a sus situaciones específicas de salud, educación y acceso a 
servicios a través de su registro en las estadísticas nacionales, y puede 
ser útil para la toma de decisiones de planeación y diseño de políticas 
públicas específicas.

viii. ¿Y los dereCHos?

En el artículo 2o. constitucional, los apartados A y B corresponden a los 
derechos colectivos de los pueblos indígenas, y en el apartado C no se ano-
taron derechos; sólo se reiteró que los pueblos afromexicanos: “tendrán en 
lo conducente los derechos señalados en los apartados anteriores… en los 
términos que establezcan las leyes”, sin definir los derechos de los pue-
blos y comunidades afromexicanos. Únicamente se repite la última frase 
del apartado B: “toda comunidad equiparable a aquellos (en referencia a 
los pueblos indígenas), tendrá en lo conducente los mismos derechos tal y 
como lo establezca la ley”. Esta previsión existía desde 2001, por lo que 
la adición del apartado C no desarrolla contenidos, sino sólo replica la 
aplicación de derechos por equiparación.

26 La identidad no necesariamente se define a través de una nacionalidad.
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La falta de inclusión de los derechos específicos de los pueblos 
afromexicanos es una grave omisión, que los coloca en una situación de 
desigualdad legal sin justificación. Introduce una carga adicional para 
quienes se asumen afromexicanos, porque es necesaria una interpretación 
normativa para solicitar la aplicación de los derechos indígenas a ellos. 
Esos derechos no se aplican de forma directa, porque no son específicos 
para los pueblos afromexicanos. Además, se requiere la interpretación del 
significado de la frase “en lo conducente”, que puede ser: “en lo que tenga 
relación con ellos”.

La vaga redacción de ese párrafo afecta la aplicación de sus derechos, 
pues en realidad, aunque las comunidades estén nombradas como afromexi-
canas, las siguen considerando como comunidades equiparables,27 sin se-
ñalar cuáles son los derechos que les corresponden. Esa falta de regulación 
se convierte en un dique para la vigencia a sus derechos.

Además, se restringe su aplicación a “los términos que establezcan las 
leyes”, cuando la mayoría de las leyes son generales, homogéneas, y no 
consideran las particularidades de quienes forman parte de la diversidad 
étnica y cultural.

Con esa acción se afecta la evolución de sus derechos, porque ya 
existe el principio de progresividad, dirigido a incrementar la tutela de los 
derechos humanos, conforme lo determina la SCJN.28 El contenido de 
esa jurisprudencia determina la ampliación paulatina del alcance de los de-
rechos, por lo que no se deben restringir o limitar los derechos adquiridos.

La falta de derechos específicos para los pueblos afromexicanos dificul-
ta que las instancias de la administración pública les apliquen los precep-

27 El término equiparable se identifica con equidad, similitud, en una relación de 
proporcionalidad; sin embargo, no encontramos una definición jurídica que determine 
su alcance.

28 El principio de progresividad de los derechos humanos se relaciona no sólo con la 
prohibición de regresividad del disfrute de los derechos fundamentales, sino también con 
la obligación positiva de promoverlos de manera progresiva y gradual, pues el Estado 
mexicano tiene el mandato constitucional de realizar todos los cambios y transformaciones 
necesarios en la estructura económica, social, política y cultural del país, de manera que 
se garantice que todas las personas puedan disfrutar de sus derechos humanos. Por tanto, 
el principio aludido exige a todas las autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de 
su competencia, incrementar el grado de tutela en la promoción, respeto, protección y 
garantía de los derechos humanos y también les impide, en virtud de su expresión de no 
regresividad, adoptar medidas que sin plena justificación constitucional disminuyan el 
nivel de la protección a los derechos humanos de quienes se someten al orden jurídico del 
Estado mexicano (SCJN, Segunda Sala, 2019, p. 980).
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tos que corresponden a los pueblos indígenas; esa decisión queda sujeta al 
arbitrio discrecional de cada institución, y en la práctica eso los coloca por 
debajo de los pueblos indígenas en una situación de desventaja.

Para muchas organizaciones sociales de la costa chica que exigieron 
su reconocimiento constitucional, con esa adición del apartado C al artículo 
2o. no hay avances; tienen que esperar el desarrollo legislativo para obte-
ner derechos diferenciados, políticas públicas y acciones afirmativas.

La falta de derechos constitucionales expresos para las y los afromexi-
canos conlleva la necesidad de realizar el control de convencionalidad29 
para reclamar la aplicación de los preceptos normativos contenidos en los 
tratados internacionales de derechos humanos,30 y para demandar su in-

29 El control difuso de convencionalidad consiste en el deber de los jueces nacionales 
en realizar un examen de compatibilidad entre las disposiciones y actos internos que 
tiene que aplicar a un caso concreto, con los tratados internacionales y la jurisprudencia 
de la Corte Interamericana de Derecho Humanos. Lo anterior implica reconocer la fuerza 
normativa de tipo convencional, que se extiende a los criterios jurisprudenciales emitidos 
por el órgano internacional que los interpreta (Ferrer, 2010, p. 176).

30 Derechos como los siguientes: el artículo 5o. de la Convención Internacional sobre 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial se refiere a los derechos 
de las personas para garantizar su igualdad sin discriminación, entre ellos, la plena 
participación en los asuntos que les afecten; los derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales, culturales y ambientales; o el artículo 3o. de la Convención Interamericana 
contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia, que 
determina: todo ser humano tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección, 
en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales 
consagrados en sus leyes nacionales y en el derecho internacional, tanto a nivel individual 
como colectivo. También pueden exigir la aplicación de los derechos contenidos en los 
instrumentos internacionales obligatorios como el Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas en Países Independientes; el Convenio 
sobre la Diversidad Biológica; y la Convención Interamericana contra toda forma de 
Discriminación e Intolerancia. Existen otros documentos aspiracionales no vinculantes 
como la Declaración de Santiago de Chile de la Conferencia Mundial contra el Racismo, 
la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia (2000), 
donde se identifican los derechos que se deben reconocer a los afrodescendientes 
como el derecho a la cultura y su propia identidad; a participar libremente en igualdad 
de condiciones en la vida política, social, económica y cultural, al desarrollo en el 
marco de sus propias aspiraciones y costumbres; a tener, mantener y fomentar sus 
propias formas de organización, su modo de vida, cultura, tradiciones y manifestaciones 
religiosas; a mantener y usar sus idiomas propios; a la protección de sus conocimientos 
tradicionales, patrimonio cultural y artístico; a sus tierras ancestralmente habitadas; al 
uso, usufructo y conservación de sus recursos naturales renovables en su hábitat, y a 
participar de manera activa en el diseño, implementación y desarrollo de sistemas y 
programas educativos, incluidos aquellos de carácter específico y propios; la Declaración 
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terpretación conforme.31 Esta situación se puede convertir en una carga 
procesal adicional para demostrar que existió un incumplimiento por parte 
de las instituciones gubernamentales.

Las limitaciones procesales que se derivan de esa ausencia de derechos 
expresos también impiden conocer la existencia de casos judicializados en 
los que intervengan integrantes de los pueblos afromexicanos. Sin embar-
go, hay casos que involucran a pueblos, comunidades o personas indíge-
nas sin cumplimiento de sentencias federales, como lo señaló en su visita a 
México la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas.32

ix. las garantías Y la asignaCión PresuPuestal

La adición del apartado C tiene la finalidad de “garantizar su libre deter-
minación, autonomía, desarrollo e inclusión social”.

Las garantías constitucionales33 conllevan la existencia de una institu-
ción competente para hacer efectivos los derechos; en este caso, la ins-
tancia responsable de establecer las políticas, programas y acciones que 
garanticen el desarrollo integral y sostenible del pueblo afromexicano (sic) 

y el Programa de Acción de Durban aprobados en la Conferencia Mundial contra el 
Racismo; el Decenio Internacional para los Afrodescendientes o la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, entre otras. No obstante, 
lo más idóneo sería que se determinaran sus derechos con su intervención.

31 La interpretación conforme significa que los jueces deben interpretar el orden 
jurídico a la luz y conforme a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en 
los tratados internacionales obligatorios para México, favoreciendo en todo tiempo a las 
personas con la protección más amplia (SCJN, Pleno, 2011, p. 552).

32 “Los tribunales federales han examinado varios casos sobre la consulta previa, 
pueblos indígenas y megaproyectos. En algunos casos, la Suprema Corte de Justicia ha 
ordenado la suspensión de proyectos inconsultos, aunque se ha denunciado que dichas 
sentencias no son acatadas por agentes estatales y del sector privado” (ONU, 2018, p. 7). 
Este aspecto puede ser considerado como desventaja para los pueblos afromexicanos, 
que enfrentan mayores complicaciones para hacer valer sus derechos, porque ya existen 
muchas dificultades para que se cumplan los derechos de los pueblos indígenas, que 
son expresos; será más difícil que se cumplan aquellos derechos para los pueblos 
afromexicanos, porque se derivan de su interpretación como comunidades equiparables.

33 Son los mecanismos que establece la Constitución para prevenir, cesar o enmendar 
la violación de un derecho que está reconocido en la misma Constitución. Sin la garantía, 
los derechos serían meros enunciados líricos que no tendrían eficacia jurídica alguna en 
la realidad (Ávila, 2010, p. 78).
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es el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas.34 Pero no se anotaron 
mecanismos para garantizar ese mandato, como sí está contemplado para 
las comunidades indígenas:

Artículo 2o., apartado B:

…la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, las legislaturas de las 
entidades federativas y los ayuntamientos en el ámbito de sus respectivas 
competencias establecerán las partidas específicas destinadas al cumplimien-
to de estas obligaciones en los presupuestos de egresos que aprueben, así 
como las formas y procedimientos para que las comunidades participen en 
el ejercicio y vigilancia de las mismas.

En esa determinación también se hizo una distinción entre comunidades 
indígenas y afromexicanas. Las y los legisladores federales no establecie-
ron un mandato expreso a los congresos de las entidades federativas para 
legislar sobre los mecanismos que hagan efectivo el ejercicio de los de-
rechos de las y los afromexicanos; esto es relevante, porque hay personas 
afromexicanas en todos los estados que integran la Federación, según el 
resultado del Censo 2020 (INEGI, 2021).

La omisión de contemplar expresamente la obligación y el estable-
cimiento de partidas presupuestales específicas para pueblos y comuni-
dades afromexicanas les afecta. En cada Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2020 y 2021, solamente se conside-
ran erogaciones para el desarrollo integral de los pueblos y comunidades 
indígenas.

x. la visibilidad

La finalidad de la adición del apartado C, al artículo 2o. constitucional fue 
dar visibilidad a la presencia de pueblos y comunidades afromexicanas en 
el territorio nacional: “La propuesta normativa propone sacar a las perso-
nas, pueblos y comunidades afrodescendientes de la invisibilidad en la que 
se encuentran, brindándoles el reconocimiento explícito de su existencia y 
sentar las bases jurídicas para el ejercicio de sus derechos, a título indivi-
dual o colectivo” (Senado de la República, 2019, p. 6).

34 Artículo 4o., fracción XII, Ley del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas.
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Si bien la adición constitucional es escueta, el párrafo constituye un 
referente constitucional, anota que esos pueblos y comunidades forman 
parte de la nación, y eso les incluye en el sistema jurídico, es el anclaje 
normativo para fundamentar el desarrollo legislativo, el diseño de políti-
cas públicas y la implementación de acciones afirmativas.

xi. las distinCiones

De lo señalado en los apartados previos, podemos resumir las distinciones 
que se realizaron entre pueblos indígenas y pueblos afromexicanos35 en el 
artículo 2o. constitucional:

1) La adición sobre los pueblos afromexicanos se ubicó en un apar-
tado C del artículo 2o.;

2) Se menciona a pueblos y comunidades afromexicanos sin definir 
sus conceptos;

3) No se precisa el mecanismo para identificar a las y los afromexi-
canos;

4) Se anota el término “afromexicano(a)” como principal denomina-
ción legal;

5) No se reconocieron derechos específicos a pueblos y comunidades 
afromexicanos;

6) No se estableció un mandato para determinar partidas específicas, 
en los presupuestos de egresos federales o locales, para garantizar 
su aplicación.

En la revisión del expediente electrónico que contiene los documentos 
del decreto por el que se adiciona un apartado C al artículo 2o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos36 no se encontraron jus-
tificaciones para realizar las distinciones.

35 La comparación es hipotética, porque en la aplicación de esos preceptos solamente 
existen evidencias de casos concretos que involucren a personas, comunidades o pueblos 
indígenas, y no se ubicaron evidencias de casos presentados a tribunales que involucren 
a personas, comunidades o pueblos afromexicanos.

36 Decreto por el que se adiciona un apartado C al artículo 2o. de la CPEUM se 
encuentra disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/proceso/docleg/64/ 
239_DOF_09ago19.pdf.

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2023 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/issue/archive

DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484881e.2023.49.18579



ELIA AVENDAÑO VILLAFUERTE / ANÁLISIS SOBRE LA INCLUSIÓN...88

Cuestiones Constitucionales, Núm. 49, Julio-Diciembre 2023 
ISSN: 2448-4881

Esas distinciones sin justificación en conjunto pueden obstaculizar, li-
mitar o anular la vigencia de los derechos fundamentales de los pueblos y 
comunidades afromexicanos, conforme a lo que señala la jurisprudencia 
de la SCJN, que guía este artículo; las distinciones en el contenido de la 
ley que no tengan una base objetiva y razonable,37 afectan el principio de 
igualdad y generan discriminación (SCJN, 2004, p. V).

La discriminación está prohibida en el artículo 1o. constitucional38 y 
en varios instrumentos internacionales de derechos humanos que forman 
parte del bloque de constitucionalidad;39 en ellos se amplía y se precisa el 
alcance de la discriminación:

 — Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación Racial;

 — Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes;

 — Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación contra la Mujer;

 — Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación 
Racial y Formas Conexas de Intolerancia;

37 El cumplimiento de los principios de razonabilidad y proporcionalidad implica que 
al fijar el alcance de una garantía individual por parte del legislador debe: a) perseguir 
una finalidad constitucionalmente legítima; b) ser adecuada, idónea, apta y susceptible de 
alcanzar el fin perseguido; c) ser necesaria, es decir, suficiente para lograr dicha finalidad, 
de tal forma que no implique una carga desmedida, excesiva o injustificada para el 
gobernado, y d) estar justificada en razones constitucionales (Sánchez, 2009).

38 Artículo 1o. Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier 
otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas”. DOF, 9 de agosto de 2001; 10 de junio de 2011. 
Entre los motivos no se incluye la palabra “raza”, esa omisión puede tener como origen 
la Declaración de la UNESCO sobre raza: “Los graves errores ocasionados por el empleo 
de la palabra «raza», en el lenguaje hacen desear que se renuncie por completo a emplear 
ese término cuando haya que aplicarlo a la especie humana y que se adopte la expresión 
«grupos étnicos»” (UNESCO, 1969, p. 32).

39 La existencia de un bloque de constitucionalidad implica identificar todas las 
normas (principios y reglas) y valores que, pese a no estar expresamente establecidos 
en la Constitución escrita, son materialmente constitucionales. Dentro de tales normas y 
valores integrados a la CPEUM (por remisión expresa o tácita de ésta), principalmente 
encontramos los estándares internacionales sobre derechos humanos (Rodríguez, Arjona 
y Fajardo, 2013, p. 18).
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 — Convención Interamericana contra toda Forma de Discrimina-
ción e Intolerancia.

Esta normatividad señala que la discriminación atenta contra la digni-
dad humana, y tiene por objeto anular o menoscabar los derechos y liber-
tades de las personas, puede ser racial,40 indirecta, múltiple o agravada. 
Se define como toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que, 
por acción u omisión, con intención o sin ella, no sea objetiva, racional 
ni proporcional y tenga por objeto o resultado obstaculizar, restringir, im-
pedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los de-
rechos humanos y libertades”.41 Incluso puede configurar discriminación 
dolosa.42

La adición constitucional viola el principio de igualdad porque:

…el Estado está obligado a adoptar ciertas medidas positivas encaminadas a 
obtener [la] igualdad de hecho entre los diferentes grupos sociales y sus inte-
grantes en relación con el resto de la población. La violación a este principio 
surge cuando existe una discriminación estructural en contra de un grupo 
social o de sus integrantes individualmente considerados y la autoridad no 
lleva a cabo las acciones necesarias para eliminar y/o revertir tal situación. 
Esta violación se puede reflejar a su vez en omisiones, en una despropor-
cionada aplicación de la ley o en un efecto adverso y desproporcional de 
cierto contenido normativo en contra de un grupo social relevante o de sus 
integrantes (SCJN, Primera Sala, 2013, p. 42).

40 “La discriminación racial denotará toda distinción, exclusión, restricción o 
preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga 
por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública”, 
artículo 1o. Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial.

41 “También se entenderá como discriminación la homofobia, misoginia, cualquier 
manifestación de xenofobia, segregación racial, antisemitismo, así como la discrimina-
ción racial y otras formas conexas de intolerancia”; artículo 1o., fracción III, Ley Federal 
para Prevenir y Eliminar la Discriminación, DOF, 11 de junio de 2003; adicionado al 
DOF, 20 de marzo de 2014.

42 Se refiere a los actos objetables moralmente, que contribuyen a la subordinación 
social, limitan la libertad de elección, o agravan la injusticia (Moreau, 2021, septiem-
bre 30).
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Los pueblos y comunidades afromexicanos43 resienten la discrimina-
ción estructural que afecta a los grupos en situación de vulnerabilidad; 
para identificar su situación, la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos emitió jurisprudencia con los siguientes estándares:

a) Existencia de un mismo grupo afectado con características comu-
nes, pudiendo ser minoría;

b) Que el grupo sea vulnerable, marginalizado, excluido o se encuen-
tre en una desventaja irrazonable;

c) Que la discriminación tenga como causa un contexto histórico, 
socioeconómico y cultural;

d) Que existan patrones sistemáticos, masivos o colectivos de discri-
minación en una zona geográfica determinada o en el Estado o en 
la región; o

e) Que la política, medida o norma de jure o de facto sea discrimina-
toria o cree una situación de desventaja irrazonable al grupo, sin 
importar el elemento intencional (Pelletier, 2014, p. 215).

Varios de esos estándares aplican a los pueblos, comunidades y perso-
nas afromexicanos e indígenas, que enfrentan obstáculos y dificultades 
por su particular situación de desventaja, por el menor acceso a servicios 
de educación, salud y ocupación, conforme a los resultados de la En-
cuesta Nacional de Discriminación 2017, que presenta datos sobre la dis-
criminación estructural de las personas que tienen los tonos de piel más 
oscuros (INEGI, 2017).

En la adición constitucional del artículo 2o., apartado C, se omitió ade-
más la obligación institucional de realizar acciones para revertir las situa-
ciones de desventaja histórica, económica, política y social que afecta a los 
pueblos y comunidades afromexicanas.

Las afectaciones abarcan por lo menos tres aspectos:

a) Limitan el ejercicio de sus derechos fundamentales;
b) Como forman parte de una categoría sospechosa, requieren la 

aplicación de medidas positivas para remover los obstáculos que 

43 Los pueblos indígenas y afrodescendientes han estado históricamente en una 
posición subordinada respecto de los “mestizos” por la forma en que la estructura jurídica 
emanada de la Colonia se impuso a otros sistemas jurídicos originarios que fueron 
considerados inferiores o menos civilizados.
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impiden el ejercicio de sus derechos humanos y limitan su acceso 
a oportunidades de movilidad social;

c) La discriminación estructural los mantiene en situación de vulne-
rabilidad.

Estas omisiones nos llevan a abordar lo que implica una relación ju-
rídica justa. Al respecto, John Rawls (2010), en la Teoría de la justicia, 
considera que

Las instituciones son justas cuando no se hacen distinciones arbitrarias entre 
las personas al asignarles derechos y deberes básicos y cuando las reglas de-
terminan un equilibrio debido entre pretensiones competitivas a las ventajas 
de la vida social. Las grandes instituciones definen los derechos y deberes 
del hombre e influyen en sus perspectivas de vida. La justicia de un esquema 
social depende esencialmente de cómo se asignan los derechos y deberes 
fundamentales, y de las oportunidades económicas y las condiciones sociales 
en los diversos sectores de la sociedad (pp. 19-21).

Los parámetros de lo justo o injusto de una determinada situación pueden 
ser difíciles de identificar, porque dependen de las situaciones particulares 
de cada persona;44 Amartya Sen (2010) comparte con Rawls la visión del 
papel que corresponde al Estado para lograr un mínimo de justicia social, 
su planteamiento ofrece el fundamento intelectual para pasar de un senti-
miento general de injusticia a diagnósticos particulares razonados de in-
justicia; señala el contraste entre una visión de justicia basada en esquemas 
y una visión de justicia basada en realizaciones (niti y nyaya); como ejem-
plo, refiere que las personas pueden evitar la injusticia manifiesta aunque 
no estén de acuerdo en esquemas sociales perfectamente justos:

Cuando la gente se movilizó en favor de la abolición de la esclavitud en los 
siglos XVIII y XIX no tenía la ilusión de que dicha reforma hiciera un mundo 
perfectamente justo. Su reivindicación era más bien la de que una sociedad 
con esclavitud resultaba totalmente injusta. Fue el diagnóstico de la esclavi-
tud como una injusticia intolerable lo que hizo de su abolición una prioridad 

44 Por ejemplo, una pieza de pan no significa lo mismo para una persona que come 
regularmente tres veces al día, que para alguien que tiene varios días sin comer. Las 
distinciones son relevantes para las personas que han vivido marginación sistemática.
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arrolladora, y esto no exigía la búsqueda de un consenso sobre cómo debería 
ser una sociedad perfectamente justa (pp. 37, 51 y 53).

En este caso podemos estar de acuerdo en que es injusto no reconocer 
derechos fundamentales a grupos en situación de vulnerabilidad, o en ha-
cerlo de una forma que obstaculiza su ejercicio, y por lo tanto su eficacia.

Reconocer derechos en una nación pluricultural tiene retos complejos, 
porque no se trata solamente de abordar la diversidad, sino también de 
combatir la desigualdad; por ello, es necesario realizar una revisión de las 
condiciones específicas de cada grupo social pues se derivan de una discri-
minación sistémica y estructural (SCJN, Primera Sala, 2013, p. 42).

Un aspecto de la desigualdad45 es la pobreza, ya que el 41.9% de la po-
blación mexicana se encuentra en situación de pobreza,46 lo que representa 
51.9 millones de personas;47 los hablantes de lenguas indígenas alcanzan 
el 76.8% (Coneval, 2021, pp. 13 y 56). No hay información sobre la po-
blación afromexicana, porque esa categoría no está contemplada en la En-
cuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (ENIGH) que realiza 
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, cuyos resultados sirven 
como insumos para realizar las estimaciones de pobreza multidimensional 
que mide el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social.

Otro aspecto en el que se podrá en el futuro profundizar es la vincula-
ción que existe entre la discriminación y el racismo.48 Un acto racista no es 
necesariamente un acto jurídico, pero sus repercusiones pueden afectar la 

45 La desigualdad no sólo se expresa en la distribución del ingreso, sino también en 
la de riqueza y en el acceso a otros bienes y servicios, como la educación, la salud y la 
vivienda, así como en el ejercicio efectivo de los derechos civiles, políticos y sociales 
(Solís, Güemes y Lorenzo, 2019, p. 7).

46 Se refleja en carencias en educación, salud, seguridad social, calidad y espacios 
de la vivienda, servicios básicos en la vivienda, alimentación nutritiva y de calidad 
(Coneval, 2021).

47 De entre ellas, el 34.9% está en pobreza moderada, y el 7% en pobreza extrema; 
entre los hablantes de lengua indígena el 41% (2.8 millones) está en pobreza moderada, 
y 35.7% (2.5 millones) en pobreza extrema.

48 Por ejemplo, la definición de discriminación racial se emitió en 1969 en la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial, y el racismo fue incluido apenas en 2013 en la Convención Interamericana contra 
el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia, que México 
suscribió en 2020.
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esfera jurídica de las personas o producir discriminación. La Convención 
Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Co-
nexas de Intolerancia señala:

Artículo 1o.
...
4. El racismo consiste en cualquier teoría, doctrina, ideología o con-

junto de ideas que enuncian un vínculo causal entre las características fe-
notípicas o genotípicas de individuos o grupos y sus rasgos intelectuales, 
culturales y de personalidad, incluido el falso concepto de la superioridad 
racial.

El racismo da lugar a desigualdades raciales, así como a la noción de 
que las relaciones discriminatorias entre grupos están moral y científica-
mente justificadas.

La desigualdad de trato hacia determinadas personas, con base en una 
idea subjetiva de su inferioridad —a partir del uso de parámetros hegemó-
nicos de desarrollo, civilización, religión, idioma, cultura, origen nacional, 
étnico, o racial, etcétera— se encamina a perpetuar los privilegios de quie-
nes se ubican en una posición de superioridad para justificar la continuidad 
de la estratificación social.

Esa desigualdad de trato puede explicar el hecho de que los pueblos 
negros, afromexicanos o afrodescendientes no fueron incluidos en la 
Constitución federal hasta 2019. Las causas pueden ser múltiples: si nos 
remontamos a la colonia, la imposición de formas de relación de los co-
lonizadores con los pueblos indígenas y la esclavización de los afrodes-
cendientes marcaron diferencias profundas. Existen estudios históricos de 
la presencia de afrodescendientes en el territorio nacional desde la épo-
ca de la conquista (Aguirre, 1946). Comparten con los pueblos indígenas 
su preexistencia a la formación del Estado mexicano, aunque por razones 
distintas. Durante la Independencia, esas diferencias fueron ignoradas en 
pos de la unificación del país, que posteriormente formalizó la igualdad 
por decreto sin considerar la diversidad cultural de sus habitantes. Esas ac-
ciones se consolidaron a través de las políticas educativas o de asimilación 
social, como el mestizaje,49 que enalteció la mezcla biológica y cultural de 
sus habitantes para fortalecer de la unidad nacional.

49 El primer gran ideólogo de la mestizofilia fue Andrés Molina Enríquez, quien 
publicó en 1909, Los grandes problemas nacionales. Otros pensadores, como Manuel 
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El mestizaje ocultó las diferencias, pero mantuvo la estratificación so-
cial, en donde las personas indígenas y las personas negras ocuparon el 
lugar inferior. Emiko Saldívar (2012, p. 68) considera: “En México se ha 
escrito mucho sobre el supuesto carácter homogeneizante del mestizaje, 
pero poco se ha reconocido que este proyecto, por necesidad, define, ad-
ministra y reproduce las diferencias”.

Después, surgieron políticas de etnodesarrollo enfocadas a la integra-
ción de los habitantes indígenas como mexicanos, y no fue hasta 1992 
cuando se reconoció la pluriculturalidad de la nación en la CPEUM, refor-
zada en 2001; pero en esas reformas fueron borrados los pueblos negros 
afromexicanos.

Los resabios del mestizaje influyen en la manera en que se relaciona la 
sociedad mexicana. Para Mónica Moreno (2012),

...las actitudes de desdén o desprecio hacia las personas indígenas o afro-
descendientes son parte de un proceso de normalización racial y racista 
que permite que el pueblo mexicano se exprese y esté convencido por la 
idea comúnmente aceptada de que en México no hay racismo porque todos 
somos mestizos, porque todos estamos “mezclados” (p. 18).

Podemos señalar que se trata de

Un “racismo de costumbre”, automático o “acostumbrado”, irreflexivo, na-
turalizado, culturalmente establecido, que no llega a ser reconocido como 
atribución explícita de valor diferenciado a personas de grupos raciales y 
étnicos. Es el más frecuente de los tipos de racismo en nuestro continente y, 
curiosamente, a pesar de presentarse como la forma más inocente y bienin-
tencionada de racismo, está lejos de ser la más inocua. Muy por el contrario, 
esta modalidad de racismo es la que más víctimas hace en la convivencia 
diaria. Es también aquella de la que es más difícil defenderse, pues opera 
sin nombrar. La acción silenciosa de la discriminación automática hace del 
racismo una práctica establecida, acostumbrada y por eso mismo más difí-
cilmente notificable (Segato, 2017, p. 48).

Gamio, Luis Cabrera y José Vasconcelos, colaboraron desde diferentes ángulos a la 
reelaboración, ampliación y fortalecimiento de la noción de mestizaje, coincidiendo 
en el diagnóstico de que la falta de integración social e identidad nacional eran fuertes 
obstáculos a vencer. Según Gamio, el mestizaje se resumía en “fusión de razas, 
convergencia y fusión de manifestaciones culturales, unificación lingüística y equilibrio 
económico de los elementos sociales” (Gleizer, 2011, p. 52).
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Juliana Acevedo abordó el racismo dentro del proceso legislativo sobre 
los pueblos afromexicanos en la reunión50 El criterio racial en el cen-
so 2020 ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos51 (CIDH, 
2019) donde planteó que

El proceso de reforma constitucional que se está dando actualmente, es 
simple y sencillamente nominativo y desde el punto de vista de la raciali-
zación (de la cual he sido objeto durante toda mi vida), es racista el poner-
nos en un Apartado C y en los términos que se puso, sobre todo porque se 
está viendo desde el privilegio.

Es un avance, pero no un gran avance, en comparación con todos esos 
500 años de injusticia hacia las comunidades negras. Fue un acto racista 
el haber desperdiciado un momento histórico de un reconocimiento pleno 
con derechos bien definidos. Desde mi perspectiva como mujer que ha 
sido racializada y que ha sufrido racismo y discriminación ¡Siempre!

Yo lo veo más como un acto de simulación y no como haber cumpli-
do con el Reconocimiento, Justicia y Desarrollo que se plantea desde el 
Decenio Internacional para los Afrodescendientes; es nada más un punto 
para poder salir del bache. Viéndolo con lupa y de manera real y efectiva 
el reconocimiento es sólo nominativo y el que se tenga que esperar a más 
adelante para poder decir qué derechos se tienen que poner para la pobla-
ción, es racista cuando se pudo haber incluido desde el principio, en el 
segundo párrafo del artículo 2o. y no sólo en un apartado, que como que 
lo pone hasta allá, sin mayor implicación y fuerza, en comparación con la 
que tiene la parte de arriba. Yo no sé mucho de cuestión legislativa, pero 
la importancia se ve desde ahí, hacia un pueblo que debió habérsele resar-
cido en sus derechos y sobre todo que se le debió haber pagado esa deuda 
histórica que se dice que se asume y que al final de cuentas, yo lo veo así, 

50 Asistieron también Beatriz Amaro y Teresa Mojica, en representación y gracias al 
apoyo de las organizaciones Asociación de Mujeres de la Costa de Oaxaca AMCO, A. 
C.; Colectivo para Eliminar el Racismo, Copera; Enlace de Pueblos y Organizaciones 
Costeñas Autónomas, A. C. Época, A. C.; Fundación Afromexicana Petra Morga, A. 
C.; La Ventana, A. C.; Mano Amiga de la Costa Chica, A. C.; México Negro, A. C.; 
Organización para el Fomento de la Equidad de Género y el Respeto de los Derechos 
Humanos de los Pueblos Negros Afromexicanos; Presente y Cambio, Ciudadanía Activa 
MX; Proyecto Afrodescendencia México.

51 Fue la segunda vez que se trató el tema del racismo. En la primera audiencia se 
abordó el racismo ambiental en el tema Derechos humanos de personas afromexicanas, 
en el 169 periodo de sesiones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el 
4 de octubre de 2018.
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es sólo una buena intención que no surte los efectos que se necesitan, que 
yo necesito como mujer negra para, sobre todo, poder sentirme un poco 
más tranquila de la herencia que le dejo a mi hija. Yo constantemente soy 
objeto de discriminación y racismo por mis características fenotípicas, 
si dice usted: “no existen las razas”, es cierto, pero la racialización es 
tremenda.

En este sentido, México ha suscrito compromisos internacionales, 
como la Declaración y el Programa de Acción de Conferencia Mundial 
contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas 
Conexas de Intolerancia de Durban (2001); o el Decenio Internacional 
para los Afrodescendientes, Reconocimiento, Justicia y Desarrollo (2015-
2024), en donde asume la obligación de aplicar medidas que reviertan el 
racismo y la discriminación.

El acceso a la justicia con igualdad sustantiva para los pueblos étnica o 
culturalmente diversos es un tema complejo, que involucra derechos hu-
manos fundamentales, identidades, valores, cosmovisiones, etcétera; algu-
nos de esos aspectos tienen que ver con la forma en que se gestionan las 
relaciones jurídicas en sociedades plurales, temas que han sido estudiados 
de diferente forma por John Rawls, Will Kymlicka o Geovanni Sartori, y 
también han sido explicados desde las relaciones de poder atravesadas por 
la raza, según: Aníbal Quijano, María Lugones, Frantz Fanon o Achille 
Mbembe, entre otros.52

La importancia de contar con normas que gestionen conflictos es abor-
dada por Boaventura de Sousa Santos cuando plantea que existe una línea 
abismal entre las personas, por arriba de esa línea existen mecanismos de 
regulación no violentos, donde la violencia es excepcional, mientras que, 
por debajo de ella, los métodos para administrar conflictos son ges-
tionados por la violencia perpetua, y sólo en momentos excepcionales 
se usan los métodos de regulación, normas de derecho y civilidad (Gros-
foguel, 2012, pp. 95 y 96).

52 Algunos textos son: La justicia como equidad: una reformulación (Rawls, 1999); 
Ciudadanía Multicultural (Kymlicka, 1996); La sociedad multiétnica (Sartori, 2001). 
¡Qué tal, raza¡ (Quijano, 2017); La colonialidad del género (Lugones, 2014); El 
concepto de “racismo” en Michel Foucault y Frantz Fanon: ¿teorizar desde la zona del 
ser o desde la zona del no-ser (Grosfoguel, 2012); Los condenados de la tierra (Fanon, 
1973); Necropolítica (Mbembe, 2011).
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La forma en que los pueblos y comunidades afromexicanos fueron in-
cluidos en la adición constitucional pueden limitar el ejercicio de sus de-
rechos, por lo que es necesario profundizar en el estudio de los meca-
nismos para garantizar la igualdad sustantiva de los pueblos étnica o 
culturalmente diversos.

xii. ConClusiones

Conforme a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, del rubro igualdad. Criterios Para determinar si el legisla-
dor resPeta ese PrinCiPio ConstituCional, en la adición constitucional 
del artículo 2o., apartado C, no se respetó el principio de igualdad en la 
ley, desde una perspectiva de derechos humanos, porque se incluyeron 
distinciones injustificadas en el reconocimiento a los pueblos y comuni-
dades afromexicanas, su contenido viola el principio de igualdad sustan-
tiva y configura una discriminación en la ley, que puede obstaculizar, res-
tringir, impedir, menoscabar y anular el reconocimiento, goce y ejercicio 
de sus derechos humanos y resultar ineficaz.

Las repercusiones de esa acción institucional afectan derechos funda-
mentales de un grupo en situación de vulnerabilidad y perpetúan la discri-
minación estructural.

En virtud de la preeminencia constitucional, la adición del apartado C 
al artículo 2o. sobre los pueblos afromexicanos es importante porque los 
incluye en el sistema jurídico nacional y sirve de apoyo para invocar el 
control de convencionalidad y la interpretación conforme, pero no es su-
ficiente.

La falta de precisión de la adición constitucional requiere de interpreta-
ciones legales para identificar a los sujetos destinatarios de la norma (los 
pueblos, comunidades y personas afromexicanas) y para aplicarles, en lo 
conducente, los derechos indígenas.

Es necesario profundizar en la complejidad derivada del reconocimien-
to de la diversidad cultural desde los derechos humanos y en las manifesta-
ciones jurídicas de los actos institucionales que provocan discriminación.

El reto sigue siendo fortalecer los mecanismos para lograr la igualdad 
sustantiva en sociedades diversas y desiguales como la mexicana.

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2023 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/issue/archive

DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484881e.2023.49.18579



ELIA AVENDAÑO VILLAFUERTE / ANÁLISIS SOBRE LA INCLUSIÓN...98

Cuestiones Constitucionales, Núm. 49, Julio-Diciembre 2023 
ISSN: 2448-4881

xiii. referenCias bibliográfiCas

Acevedo, J. (2018). Los pueblos negros de México: su lucha por la sobre-
vivencia cultural y el reconocimiento jurídico: costa chica de Oaxaca y 
Guerrero. México. SCJN.

Ávila, R. (2010). Las garantías constitucionales. Perspectiva andina. RE-
VISTA IUS, 4 (25).

Cámara de Diputados (2019). Decreto por el que se adiciona un apar-
tado C al artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/proceso/
docleg/64/239_DOF_09ago19.pdf (fecha de consulta: 14 de enero de 
2020).

Campos, A. (2012). Racialización, racialismo y racismo: un discernimien-
to necesario, Universidad de la Habana (273).

Carpizo, J. (1995). Nación. Diccionario Jurídico Mexicano. México. Po-
rrúa-UNAM.

CERD (1990). Recomendación general VIII. Relativa a la Interpretación 
y la Aplicación de los párrafos 1 y 4 del artículo 1o. de la Convención, 
38o. período de sesiones. https://confdts1.unog.ch/1%20SPA/Tradu-
tek/Derechos_hum_Base/CERD/00_3_obs_grales_CERD.html#GEN8 
(fecha de consulta: 5 de octubre de 2019).

CIDH (2019). 172 Período de Sesiones Kingston [video] YouTube. https://
www.youtube.com/watch?v=IwjpsnimVOg&list=PL5QlapyOGhXvv
yKD3Y0-GblPrDQ1xE_Ht&index=4&t=0s (fecha de consulta: 16 de 
agosto de 2019).

Conapred (2018). Guía para la acción pública. Prevención de prácticas 
de perfilamiento racial. México.

Coneval (2021). Consejo Nacional de Evaluación de la Política de De-
sarrollo Social. Medición multidimensional de la pobreza en México 
2018-2020. https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Documents/
MMP_2018_2020/Pobreza_multidimensional_2018_2020_CONE-
VAL.pdf (fecha de consulta: 11 de agosto de 2021).

Cossío, J. R. (2006). La intención no basta. Objetivos legislativos y dis-
criminación normativa. Cuestiones constitucionales (15), 319-330. 
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1405-

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2023 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/issue/archive

DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484881e.2023.49.18579



ELIA AVENDAÑO VILLAFUERTE / ANÁLISIS SOBRE LA INCLUSIÓN... 99

Cuestiones Constitucionales, Núm. 49, Julio-Diciembre 2023 
ISSN: 2448-4881

91932006000200319&lng=es&tlng=es (fecha de consulta: 12 de octu-
bre de 2020).

Ferrer, E. (2010). El control difuso de convencionalidad en el Estado 
constitucional. En H. Fix-Zamudio y D. Valadés (Coords.), Formación 
y perspectivas del Estado en México. UNAM, Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas. Biblioteca Jurídica Virtual. https://archivos.juridicas.
unam.mx/www/bjv/libros/6/2873/9.pdf (fecha de consulta: 14 de enero 
de 2020).

Gleizer, D. (2011). El exilio incómodo. México y los refugiados judíos, 
1933-1945. México. El Colegio de México. Universidad Autónoma 
Metropolitana.

Grosfoguel, R. (2012). El concepto de “racismo” en Michael Foucault y 
Frantz Fanon: ¿teorizar desde la zona del ser o desde la zona del no-ser? 
Tabula Rasa. Bogotá, 16.

INEGI (2015). Resultados de la encuesta intercensal 2015. https://www.
inegi.org.mx/contenidos/programas/intercensal/2015/doc/eic_2015_
presentacion.pdf (fecha de consulta: 11 de agosto de 2021).

INEGI (2017). Encuesta Nacional de Discriminación, 2017, Principa-
les resultados. https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/ena-
dis/2017/doc/enadis2017_resultados.pdf (fecha de consulta: 18 de ene-
ro de 2020).

INEGI (2021). Principales resultados. Censo 2020. https://www.inegi.
org.mx/contenidos/programas/ccpv/2020/doc/Censo2020_Principa-
les_resultados_ejecutiva_EUM.pdf (fecha de consulta: 10 de febrero 
de 2021). 

INEGI, INAH, CONAPRED (2014). Minuta de la segunda mesa de traba-
jo sobre la incorporación de la pregunta afrodescendiente en la Encues-
ta Intercensal 2015.

Kelsen, H. (1976). Teoría pura del derecho. 14a. ed., Buenos Aires. Edito-
rial Universitaria de Buenos Aires.

López, F. (2017). ¡La tierra no se vende! Las tierras y los territorios de los 
pueblos indígenas en México, México. Clacso, Educa, A. C., ProDESC, 
COAPI, Centro Interdisciplinar para la Investigación de la Recreación, 
A. C. https://educaoaxaca.org/images/2018/Libro-LA-TIERRA-NO-
SE-VENDE.pdf (fecha de consulta: 10 de octubre de 2021).

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2023 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/issue/archive

DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484881e.2023.49.18579



ELIA AVENDAÑO VILLAFUERTE / ANÁLISIS SOBRE LA INCLUSIÓN...100

Cuestiones Constitucionales, Núm. 49, Julio-Diciembre 2023 
ISSN: 2448-4881

Mansferrer, C. (2019). Racismo y afrodescendencia en la educación básica 
de México. Libros de texto nacionales y prácticas docentes locales. En 
M. E. Velázquez (coord.), Estudiar el racismo: afrodescendientes en 
México. México. INAH, 373-424. https://www.aacademica.org/cristi-
na.masferrer/21 (fecha de consulta: 7 de febrero de 2021).

Minor, J. R. y Roldán, J. (2006). Manual de técnica legislativa. México. 
Cámara de Diputados. Miguel Ángel Porrúa.

Moreau, S. (2020). Faces of Inequality: A Theory of Wrongful Discrimina-
tion. Reino Unido. Oxford University Press.

Moreau, S. (2021). VII Congreso Internacional de Derecho Constitucional. 
Igualdad y no discriminación. Sesión Fundamentos Filosóficos del De-
recho Antidiscriminatorio. México. SCJN. https://www.youtube.com/ 
watch?v=Kw9rQWoRg0U&t=12s (fecha de consulta: 30 de septiembre 
de 2021).

Moreno, M. (2012). Yo nunca he tenido la necesidad de nombrarme: reco-
nociendo el racismo y el mestizaje en México, en A. Castellanos y G. 
Landázuri (coords.). Racismo y otras formas de intolerancia de norte a 
sur en América Latina. México. Universidad Autónoma Metropolitana, 
Juan Pablos Ed.

ONU (2018). Informe de la Relatora Especial sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas sobre su visita a México, A/HRC/39/17/Add.2. 
https://undocs.org/es/A/HRC/39/17/ADD.2 (fecha de consulta: 18 de 
septiembre de 2019).

Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (1969). Cuatro declaraciones sobre la cuestión racial. París. 
UNESCO. https://poblacionafroperuana.cultura.pe/sites/default/files/
cuatro_declaraciones_sobre_la_cuestion_racial.pdf (fecha de consulta: 
10 de septiembre de 2021).

Pelletier, P. (2014). La “discriminación estructural” en la evolución juris-
prudencial de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Revista 
IIDH/Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 60, 205-215. 
https://www.corteidh.or.cr/tablas/r34025.pdf (fecha de consulta: 13 de 
septiembre de 2019).

Rawls, J. (2010). Teoría de la justicia. México. Fondo de Cultura Econó-
mica.

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2023 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/issue/archive

DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484881e.2023.49.18579



ELIA AVENDAÑO VILLAFUERTE / ANÁLISIS SOBRE LA INCLUSIÓN... 101

Cuestiones Constitucionales, Núm. 49, Julio-Diciembre 2023 
ISSN: 2448-4881

Rodríguez, G., Arjona, J. C., y Fajardo, Z. (2013). Bloque de constitu-
cionalidad en México. México. CDHDF, SCJN, OACNUDH. https://
cdhcm.org.mx/wp-content/uploads/2015/05/2-Bloque-constitucionali-
dad.pdf (fecha de consulta: 14 de octubre de 2021).

Saldívar, E. (2012). Racismo en México: apuntes críticos sobre etnicidad 
y diferencias culturales. En A. Castellanos y G. Lizaur (eds.). Racismos 
y otras formas de intolerancia de norte a sur en AL. México, UAM-I.

Sánchez, R. (2009). Recepción jurisprudencial del principio de propor-
cionalidad en México. Cuestiones Constitucionales. Revista Mexicana 
de Derecho Constitucional, 1(21). https://revistas.juridicas.unam.mx/
index.php/cuestiones-constitucionales/article/view/5893/7830 (fecha 
de consulta: 12 de octubre de 2021).

SCJN (2018). El Derecho de los Pueblos Indígenas a la Autoadscripción en 
las Resoluciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. México.

Segato, R. (2017). Racismo, discriminación y acciones afirmativas: he-
rramientas conceptuales. En R. Campoalegre y K. Bidaseca (coords.) 
Más allá del decenio de los pueblos afrodescendientes. Buenos Aires. 
CLACSO.

Sen, A. (2010). La idea de justicia. México. Taurus.
Senado de la República (19 de abril de 2019). LXIV Legislatura. Dicta-

men de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; y de Estu-
dios Legislativos, en relación a las iniciativas con proyecto de decreto 
que adiciona un apartado C al artículo 2 a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, para reconocer a las personas afrodescen-
dientes como integrantes de la composición pluricultural de la nación. 
http://comisiones.senado.gob.mx/puntos_constitucionales/docs/convo-
catorias/proyecto3_240419c.pdf (fecha de consulta: 16 de noviembre 
de 2019).

Solís, P., Güemes Graniel, B., y Lorenzo Holm, V. (2019). Por mi Raza ha-
blará la desigualdad. Efectos de las características étnico-raciales en 
la desigualdad de oportunidades en México. México. Oxfam. https://
www.oxfammexico.org/sites/default/files/Por%20mi%20raza%20ha-
blara%20la%20desigualdad_0.pdf (fecha de consulta: 19 de enero de 
2020).

SCJN. Primera Sala. (2004, septiembre 29). Sentencia del amparo directo 
en revisión, 988/2004.

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2023 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/issue/archive

DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484881e.2023.49.18579



ELIA AVENDAÑO VILLAFUERTE / ANÁLISIS SOBRE LA INCLUSIÓN...102

Cuestiones Constitucionales, Núm. 49, Julio-Diciembre 2023 
ISSN: 2448-4881

SCJN. Primera Sala. (2013, noviembre 13), Sentencia del amparo directo 
en revisión, 1464/2013.

SCJN. (2018). El derecho de los pueblos indígenas a la autoadscripción 
en las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Mé-
xico. SCJN. 

SCJN. Pleno. (2011). Tesis P. LXIX/2011, Semanario Judicial de la Fede-
ración, Novena Época, t. I, p. 552.

SCJN. Pleno. (2016). Tesis P./J.9/2016, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, t. I, p. 112. 

SCJN. Primera Sala. (2004). Tesis 1a./J 81/2004, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Novena Época, t. XX, p. 99.

SCJN. Primera Sala. (2006). Tesis 1a./J. 55/2006, Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXIV, p. 75.

SCJN. Primera Sala. (2008). Tesis 1a./J. 37/2008, Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, t. XXVII, p. 175; 

SCJN. Primera Sala. (2014a). Tesis 1a. XLI/2014, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, p. 647.

SCJN. Primera Sala. (2014b). Tesis 1a. XLIII/2014, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, p. 644.

SCJN. Primera Sala. (2014c). Tesis 1a. CCCLXXXIV/2014, Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, p. 720.

SCJN. Primera Sala. (2016a). Tesis 1a. CLXXI/2016, Gaceta del Semina-
rio Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, p. 695. 

SCJN. Primera Sala. (2016b). Tesis 1a./J. 46/2016, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, p. 357. 

SCJN. Primera Sala. (2017). Tesis 1a. VII/2017, Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, p. 380. 

SCJN. Segunda Sala. (2007). Tesis 2a. CXVI/2007, Semanario Judicial y 
su Gaceta, t. XXVI, p. 639. 

SCJN. Segunda Sala. (2016). Tesis 2a./J.64/2016, Gaceta del Seminario 
Judicial de la Federación, Décima Época, t. II, p. 791. 

SCJN. Segunda Sala. (2019). Tesis 2a./J. 35/2019, Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, t. I, p. 980.

UNAM (20 de abril de 2017). Coloquio Nacional ¿Cómo queremos lla-
marnos? Horizonte Censo INEGI 2020. México. PUIC-UNAM.

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2023 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/issue/archive

DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484881e.2023.49.18579




